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En este trabajo se analizan algunas cuestiones suscitadas por la aplicación por el Tribunal
Supremo, durante los años 1996, 1997, 1998 y 1999, de las reglas de responsabilidad civil a
los accidentes de circulación. En particular, se pretende mostrar y explicar la falta de
representatividad, cualitativa y cuantitativa, de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en
el que es, por la importancia de su impacto real y de su percepción social, el primer sector
de daños accidentales en la sociedad española. Se exponen, asimismo, los principales
enfoques teóricos adoptados por la Sala 1ª del Tribunal Supremo y se critican algunos que
presentan un fundamento teórico más endeble.
En la segunda entrega para INDRET del trabajo sobre este sector del Derecho de daños se
presentará una aplicación de la teoría económica de los accidentes y el seguro a   los
principales problemas que en este ámbito de la realidad suscitan el seguro de
responsabilidad civil y su regulación jurídica.
· Accidentes de tráfico: la magnitud del problema
En 1998 se produjeron en España 97.570 accidentes de tráfico con víctimas. Esta cifra de
accidentes se tradujo en 5.957 muertos, 34.664 heridos graves y 106.713 heridos leves
[Ministerio del Interior, Dirección General de Tráfico, Anuario Estadístico General (1998)].
Los datos desglosados por tipo de accidente y lugar de acaecimiento pueden verse en el
cuadro recogido en el Apéndice 1.
En España, los accidentes de tráfico son la primera causa de muerte traumática (por
lesiones) y, al menos para los varones, se hallan entre las 10 principales causas de muerte
por cualquier concepto, considerando el conjunto de grupos de edad. Sin embargo, en la
población de 5 a 24 años constituyen la primera causa de muerte en ambos sexos y la
segunda en la población de 25 a 34 años. Incluso en el grupo de edad de 35 a 44 son la
segunda causa de muerte entre los varones y la tercera entre las mujeres [Antoni
PLASENCIA y Salvador MONCADA, "Accidentes”, Informe SESPAS (1999)].
Según datos de MAPFRE, el sector asegurador gastó en 1998 más de 330.000 millones de
pesetas en compensaciones de daños personales y 470.000 millones de pesetas en daños
materiales. El coste medio de un accidente con víctimas para las aseguradoras fue de 1,2
2millones de pesetas, pero 300 casos superaron los 100 millones de coste (es decir, un 1‰
de las víctimas absorbió el 8% de las indemnizaciones).
Por otro lado, las mismas fuentes estiman que el coste directo total de los accidentes de
tráfico supondrían aumentar en un 60% los costes asumidos por las Compañías de
Seguros. Para calibrar el coste social total habría que sumar   costes indirectos (coste de los
políticas públicas de reducción de la siniestralidad, costes de la administración de justicia,
coste de las infraestructuras asociadas a los vehículos de motor).
A la vista de estas cifras, no es extraño que cuando uno imagina hipotéticamente un
accidente con resultado de lesiones o de muerte, el accidente de coche sea el primero que
viene a la cabeza. Tampoco lo es, por otra parte, que los accidentes de tráfico hayan
constituido el ámbito paradigmático de aplicación de una regla de responsabilidad
objetiva y de la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil, y que hayan servido
con preferencia a otros escenarios como ilustración del modelo económico de los
accidentes bilaterales formulado y perfilado por los teóricos del análisis económico del
Derecho en los últimos 20 años.
· Los casos que llegan al Tribunal Supremo: cuáles y por qué
a) Los casos que llegan al Tribunal Supremo según la modalidad de accidente
Habida cuenta de los niveles de siniestralidad en la circulación rodada, el número de
sentencias del Tribunal Supremo que se ocupan de accidentes de tráfico en el trienio 1996-
1998 es comparativamente muy reducido: algo menos de una treintena de sentencias de la
Sala 1ª, una veintena de la Sala 3ª y  un número insignificante en la Sala 2ª.
En términos cualitativos, en cambio, los casos resueltos por el Supremo ofrecen una
representación satisfactoria de las principales modalidades de accidentes de circulación,
tal y como procede a clasificarlos la Dirección General de Tráfico: colisiones, atropellos,
salidas de calzada y  obstáculos en la calzada.
Sin embargo, diversos sesgos son perceptibles en la muestra de decisiones del Tribunal
Supremo, en comparación con la incidencia estadística global de los distintos tipos de
accidentes. Como se puede comprobar mediante un simple cotejo de las respectivas
proporciones en la muestra general de accidentes y en la de decisiones de las distintas
Salas del Tribunal Supremo, los accidentes provocados por obstáculos de todo orden en
la vía están notablemente sobrerrepresentados en la jurisprudencia del Tribunal Supremo
y, en menor medida, también lo están los que suponen salida del vehículo de la calzada.
Por el contrario, las colisiones entre vehículos en marcha se encuentran, con claridad,
infrarrepresentadas en el conjunto de pronunciamientos del Tribunal Supremo en materia
de accidentes de circulación.
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restricciones intrínsecas a alguna de las jurisdicciones. Así, no es de extrañar que la Sala 3ª
del Tribunal Supremo se pronuncie en exclusiva sobre casos de accidente de tráfico
ocurrido como consecuencia de la presencia de un obstáculo o del mal estado de la vía de
circulación: únicamente – o casi - en estas circunstancias resulta imaginable imputar la
responsabilidad por el accidente a una Administración Pública. En casos de atropello de
peatones o de colisión de vehículos en marcha lo que se ventila es una responsabilidad
inter-privatos, a la que es ajena la jurisdicción contencioso-administrativa.
Los sesgos específicos presentes en las resoluciones de la Sala 1ª son tal vez más esquivos
en cuanto a su explicación. Como sería de esperar, en la jurisdicción civil es muy notable la
presencia de colisiones entre vehículos en marcha – si bien no con la intensidad suficiente
como para compensar la ausencia de este tipo de accidente en la Sala 3ª - y, aunque en
menor medida, la de atropellos de peatones. Pero no lo sería tanto que también en la Sala
1ª los obstáculos en la calzada se encuentren en un porcentaje de sentencias (muy inferior,
en todo caso, al porcentaje que representan en la Sala 3ª, lo cual sí es conforme a lo
previsible) superior a la incidencia estadística general de esta modalidad de acaecimiento
del accidente de tráfico. Por otro lado, es  significativamente alta en la jurisdicción civil la
presencia de demandas contra el empleador del conductor accidentado y, por ello, el
número de vehículos industriales o agrícolas que aparecen involucrados.
Veamos cuáles son los porcentajes para cada una de las modalidades de accidente en la
tipología utilizada por la Dirección General de Tráfico.
En términos porcentuales respecto al total de sentencias del Tribunal Supremo en la
materia, las colisiones entre vehículos en marcha representan en torno a un 30%. De
acuerdo con las estadísticas de la DGT, en cambio, un 60% de los accidentes con víctimas
supusieron colisión de vehículos en marcha.
Por lo que se refiere a casos de atropello de personas, el porcentaje de decisiones del
Tribunal Supremo (aproximadamente un 10% del total )  corresponde grosso modo, con
ligera tendencia a la infrarrepresentación, con la incidencia estadística general, según los
datos de la DGT, de los atropellos en el total de accidentes de circulación con víctimas
(13%).
En cuanto a los accidentes desencadenados por la salida del vehículo fuera de la calzada,
éstos representan, en términos porcentuales, el 26% de los casos resueltos por el Tribunal
Supremo, frente al 20,7% de incidencia general de las salidas de la calzada respecto del
total de accidentes de circulación con víctimas.
Por último, del total de sentencias del Tribunal Supremo en materia de accidentes de
tráfico, un 33% de las mismas se refieren a obstáculos de uno u otro tipo en la calzada.
Las estadísticas generales de siniestralidad en la circulación, en cambio, recogen sólo un
3,6% de accidentes con víctimas de esta clase, en lo que sin duda constituye el mayor
desajuste entre la actividad del Tribunal Supremo y la incidencia real de una modalidad
de accidente de circulación.
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considerados, así como una breve síntesis de los hechos y la resolución.
b) El escaso control de los accidentes de tráfico por el Tribunal Supremo
¿A qué obedecen la escasa representatividad cuantitativa y los sesgos tipológicos de la
casuística del Tribunal Supremo en materia de accidentes de circulación que se han
revelado en la enumeración anterior?
a) La razón principal de la parquedad de decisiones del Tribunal Supremo en la materia
es de carácter procesal: el acceso a la casación está fuertemente restringido para la
mayor parte de las reclamaciones indemnizatorias derivadas de accidente de tráfico.
b) La alta presencia relativa de decisiones de la Sala 3ª y, por tanto, de casos de obstáculos
en la calzada y, en alguna menor medida, de las salidas de vehículo fuera de la vía y,
correlativamente, el escaso peso d la que es la modalidad estadísticamente más
frecuente de accidente de circulación, que es la colisión entre vehículos en marcha, se
explica sustancialmente del mismo modo: tales restricciones de acceso a la casación no
rigen para la jurisdicción contencioso-administrativa.
c) Un elevado número de accidentes de circulación con víctimas comporta la incoación de
diligencias penales. Tales procesos penales no terminan en el Tribunal Supremo, haya
o no sentencia condenatoria. En este segundo caso (esto es, sin que medie sentencia
penal condenatoria), el Juez o Tribunal que hubiera conocido de la causa dictará un
auto en el que se determinará la cantidad líquida máxima que puede reclamarse como
indemnización, dentro de los límites de cobertura del seguro obligatorio (art. 10 del
Decreto 632/1968, de 21 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley 122/1962,
de 24 de diciembre, sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de
Vehículos a Motor). Este auto tiene carácter ejecutivo a los efectos de los artículos 1435
y siguientes de la todavía vigente Ley de Enjuiciamiento Civil (art. 15, Decreto
632/1968). El art. 517.2.8º de la nueva LEC conserva expresamente este carácter
ejecutivo.
d) Por su parte, en ausencia de proceso penal, o habiéndose reservado en éste el ejercicio
de acciones civiles, el juicio civil se regirá por los trámites del juicio verbal, cualquiera
que sea la cuantía de la indemnización demandada: disposición adicional 1ª de la Ley
Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de Actualización del Código Penal. Incluso en
aquellos casos en que, por error, se tramitó la reclamación en juicio declarativo
ordinario, no cabe recurso de casación, si los hechos debieron juzgarse a través de un
juicio verbal: Autos de la Sala 1ª 11.6.1996 (RAJ 7860), 25.2.1997 (RAJ 5113) y 15.7.1997
(RAJ 9146); en contra, STS, 1ª, 11.5.1998 (RAJ 3189).
De hecho, las restricciones procesales mencionadas hubieran hecho esperable, de no
haberse alterado la vigente regulación procesal, una apreciable reducción del número de
pronunciamientos del Tribunal Supremo sobre el sector más relevante de daños
5accidentales en la sociedad española. Hubiera resultado igualmente probable una
acentuación de los sesgos ya claramente perceptibles en las sentencias del trienio
examinado en este trabajo: las decisiones de la Sala 3ª hubieran seguido, por hipótesis,
circunscribiéndose al defectuoso mantenimiento o señalización de la red viaria por parte
de las Administraciones públicas correspondientes; la Sala 1ª, por su parte, bajo el régimen
de la vigente LEC se hubiera continuado ciñéndose  previsiblemente –“pace” la Sala 4ª- a
las reclamaciones frente al empleador por accidentes de circulación sufridos por sus
empleados, así como a los derivados de accidentes provocados por la presencia en la
calzada de obstáculos generadores de responsabilidad de un tercero (propietario de
animales, por ejemplo) o por defectos del vehículo (con lo que se estarí ante
responsabilidad del fabricante por productos defectuosos).
No parece deseable que colisiones y atropellos, que representan juntos casi las tres cuartas
partes de los accidentes de circulación con víctimas, deban quedar por entero hurtados al
pronunciamiento del Tribunal Supremo. Por mucho que se aprecie la celeridad procesal,
no parece muy sensato que el Derecho de daños en el sector de siniestralidad más
relevante, al menos cuantitativamente, se confíe casi por completo a los Tribunales de
Instancia y se desarrolle al margen de los criterios del Tribunal Supremo. Tal vez por
similar convencimiento del legislador procesal de la anterior legislatura, la nueva LEC
puede determinar que se revierta el proceso indicado: de los arts. 449.3, 466.1 y 477.2 LEC
se deduce que en los procesos relativos a indemnizaciones de daños y perjuicios derivados
de la circulación de vehículos de motor, cabrá recurso de casación concurriendo alguna de
las dos condiciones que recogen los números 2º (cuantía superior a 25 millones de pesetas)
y 3º (“interés casacional”) del art. 477.2 LEC. Este cambio en la legislación procesal, al
menos, sí resulta bienvenido.
· El entendimiento de la responsabilidad objetiva por el Tribunal Supremo
a) Las reglas legales.
La Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor
establece con claridad una regla de responsabilidad objetiva, es decir, por simple
causación del daño, del conductor de un vehículo a motor por daños a las personas (art. 1,
párrafos 1º y 2º). En cuanto a los daños en los bienes, la remisión que hace su art. 1, párrafo
3º al art. 1902 del Código civil y al art. 19 del derogado Código penal concita con nitidez la
vigencia de la regla de la culpa, esto es, de responsabilidad por infracción de deberes de
precaución, además de por causación del daño.
Desde luego, esta distinción entre daños personales y materiales a efectos de aplicar una
regla de responsabilidad objetiva o una regla de responsabilidad por culpa no parece
responder a ningún fundamento teórico reconocible y compartible. No tiene mucho
sentido que daños resultantes de un mismo evento queden sometidos a reglas de
responsabilidad distintas, especialmente si se tiene en cuenta que, desde la perspectiva ex
ante del comportamiento del conductor, en la inmensa mayoría de los casos, es imposible
separar las situaciones en que se pueden causar uno u otro tipo de daños: cuando el
conductor adopta las decisiones relevantes para el riesgo de producir un accidente de
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daño material o ambos (que será lo más probable). Ma probablemente las consecuencias
de esta confusión, por las razones que se apuntarán más abajo, no son todo lo alarmantes
que pudiera esperarse.
La ley incluye igualmente una regla de carga de la prueba de las circunstancias
exoneradoras de la responsabilidad objetiva del conductor que causa daños personales: el
conductor tendrá que probar la culpa exclusiva de la víctima o la fuerza mayor extraña a la
conducción o al funcionamiento del vehículo si pretende verse libre de responsabilidad.
Sería aventurado formular una valoración con pretensiones de generalidad acerca  de la
preferencia legal, en los accidentes de tráfico con víctimas, por la regla de responsabilidad
objetiva -si bien sin olvidar el comportamiento de la víctima: culpa exclusiva y
compensación de culpas-. Es cierto que las principales indicaciones a favor de la
responsabilidad objetiva (carácter inherentemente peligroso de la actividad, relevancia de
los niveles de actividad del causante para el riesgo de accidente) están presentes en los
accidentes ocasionados por vehículos de motor. Sin embargo, sería necesario un mayor
conocimiento empírico acerca del peso real de tales variables en la situación real de la
circulación de vehículos en España para poder formular un juicio definitivo.
b) La interpretación del Tribunal Supremo.
La jurisprudencia del Tribunal Supremo incluye afirmaciones diversas acerca de la
comprensión e interpretación de las reglas legales referidas en el apartado precedente, que
abundan en dificultades e incertezas, cuando no en palmarias confusiones y equívocos. A
continuación se examinan algunas de las posiciones más relevantes del Tribunal Supremo
en esta materia.
· La primera se refiere a los casos sobre colisiones de vehículos en marcha. Para el
Tribunal Supremo, aunque se den daños personales, no rige la responsabilidad
objetiva, sino la responsabilidad por culpa y, además, quien pretende la indemnización
de daños habrá de probar la culpa de la otra parte: SSTS, 1ª, 17.6.1996; 17.7.1996 y
6.3.1998.
Algunos (Manuel MEDINA CRESPO, Responsabilidad civil automovilística. De las
culpas absueltas a las inocencias condenadas, 110 (1996) y Juan F. GARNICA MARTÍN,
“ Inversión de la carga de la prueba y enjuiciamiento de los daños recíprocos sin
prueba de culpa en la responsabilidad civil del automóvil: Crítica a una jurisprudencia
equivocada”, La Ley “ (1999)) han criticado abiertamente esta posición por entender
que oculta un retroceso indeseable hacia el subjetivismo en la responsabilidad por
accidentes de circulación.
Pero estas críticas dejan traslucir una confusión entre responsabilidad objetiva e
inversión de la carga de la prueba y olvidan que la responsabilidad objetiva funciona
bien cuando causante y víctima son distinguibles y  la actividad del causante es en sí
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que ambos conductores son al tiempo causantes y víctimas, y ambos desarrollan
actividad peligrosa) es más aconsejable acudir a reglas que midan la incidencia de las
medidas de precaución de cada parte en la producción del evento dañoso, esto es, a
una regla pura de compensación de culpas. Además, en este caso, una regla de
responsabilidad objetiva recíproca por los daños sufridos por la otra parte beneficiaría,
sin justificación aparente, a los propietarios de coches más grandes, caros y atestados
de ocupantes. Más vale acudir a la culpa, y si ésta no resulta acreditada, al seguro first
party.
Recurrir a la responsabilidad objetiva y , a su través, al seguro de responsabilidad civil,
sin una buena razón para ello en términos de eficacia preventiva, supone preferir un
sistema de reparación más caro, como es el seguro third-party, frente a un mecanismo
más barato socialmente e igualmente apto, si no más, a compensar, como es el seguro
de accidentes.  Sobre el mayor coste del seguro third-party respecto del seguro first-
party, pueden  consultarse: George PRIEST, “The Current Insurance Crisis and Modern
Tort Law”, 96 Yale Law Journal 1521 (1987) y Ralph WINTER, “The Liability Insurance
Market”, 5 Journal of Economic Perspectives 115 (1991).
· Inexplicable -aunque tal vez no tan grave como podría parecer para la eficiencia del
sistema del Derecho de daños en el sector de los accidentes de automóvil-, es la
peculiar interpretación jurisprudencial de la relación entre el art. 1 de la Ley de
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor y el art. 1902
del Código civil.
El Tribunal Supremo prescinde de que aquélla es norma especial que desplaza en su
ámbito de aplicación a la responsabilidad por culpa del art. 1902. Se trataría, a lo más,
en el criterio de la Sala 1ª, de un factor adicional con influencia en el moderado pero
apreciable proceso de objetivación de la regla de responsabilidad por culpa en virtud
de la responsabilidad por riesgo: SSTS, 1ª, 24.5.1996, 26.5.1997 y 12.12.1997.
Tal interpretación no puede ser en sí misma compartida. La formulación de la  regla
de responsabilidad objetiva como regla legal en este sector de accidentes de
circulación, con el objeto de poder prescindir de un examen detenido de la conducta
del agente causante del daño en términos de culpa o negligencia, me parece fuera de
toda duda razonable. De alguna manera, el Tribunal Supremo parece querer conceder
a la responsabilidad por culpa un estatuto superior al de simple regla de
responsabilidad, una más entre algunas alternativas, y convertirlo en principio
inspirador –aunque matizable o moderable -de todo el Derecho de daños o, al menos,
de la responsabilidad civil extracontractual. No obstante, la repercusión negativa de
esta doctrina es probablemente moderada. Y no sólo por el carácter
predominantemente retórico con el que la Sala 1ª del Tribunal Suprema afirma o niega
en el terreno conceptual de las reglas de responsabilidad.  La  doctrina no es
demasiado preocupante porque tampoco lo es la pureza de la distinción entre
responsabilidad por culpa y responsabilidad. Al menos para quienes creemos que la
separación entre ambas no es, ni analítica ni prácticamente, tajante, sino que
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daño esperado y la virtualidad reductora de éste por el comportamiento del causante.
· Más seria es la defectuosa comprensión de esa "objetivación" que parecen traslucir
algunas decisiones de la Sala 1ª (por ejemplo, SSTS 16.9.1996 y 31.1.1997), cuando
entienden que no cabe aplicar una regla de responsabilidad objetiva o por riesgo, sino
una regla de culpa en sentido puro, cuando la conducta de la víctima es encajable
dentro de la categoría de culpa exclusiva del perjudicado (art. 1.2., Ley de
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor). La
peligrosidad de la conducción y la regla de responsabilidad aplicable, pues,
dependerían del comportamiento de la víctima concreta.
Con esta visión se desnaturaliza por entero el fundamento de la peligrosidad para la
responsabilidad objetiva (y aquí tanto da que se la conciba como una regla separada
por completo de la de la culpa o más bien como un simple desplazamiento, con
respecto a ésta, del nivel en el que se realiza el análisis coste-beneficio). La
responsabilidad objetiva ofrece ventajas en la regulación de actividades
inherentemente peligrosas, esto es, aquéllas que, aun realizándose con el nivel de
precaución "strictu sensu" socialmente deseable, siguen manteniendo unos niveles
apreciables de daño esperado (bien por alta probabilidad del daño, bien por elevada
magnitud de éste). Y esta peligrosidad es la de la actividad per se, y no depende de que,
a posteriori, quien desarrolla la actividad peligrosa (como la de conducir un vehículo a
motor, la cual, al menos por comparación con formas no motorizadas de transporte, sí
parece serlo) se encuentre con una víctima prudente o con otra imprudente. Una
actividad podrá o no ser calificada como peligrosa, pero el comportamiento de cuidado
de la concreta víctima no es -ni debe ser- un factor en el juicio sobre tal peligrosidad.
Además, dado que el causante, a la hora de decidir su comportamiento (nivel de
actividad y de precaución) ignora si la víctima potencial desconocida será o no en
concreto prudente, tampoco podrá saber por anticipado qué regla de responsabilidad
va a gobernar el desarrollo de su actividad. Cosa bien distinta es que si el accidente es
de un tipo en el cual el comportamiento de la víctima influye en el riesgo de accidente
(accidente bilateral, en la terminología del análisis económico del derecho), tal
comportamiento no debe quedar al margen de la regla de responsabilidad. Si la víctima
no resulta de alguna forma “penalizada” por no adoptar las precauciones necesarias
para reducir el riesgo de daño, una regla de responsabilidad objetiva induce falta de
cuidado en las víctimas potenciales. Esto abona la corrección de la responsabilidad
objetiva con reglas de negligencia contributiva (contributory negligence) o negligencia
comparativa (comparative negligence), pero no el que la regla aplicable dependa de que
la víctima hubiera sido o no negligente.
· En algunas Sentencias de la Sala 1ª del Tribunal Supremo en materia de accidentes de
circulación subyace otra confusión no menos grave: la equiparación de la objetivación
de la responsabilidad con la inversión de la carga de la prueba de la culpa del causante
del daño, en beneficio de la víctima: SSTS, 1ª, 17.7.1996; 31.1.1997 y 12.12.1997. Tal
identidad es criticable.
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y, en buena medida, así lo hacen, finalidades sustancialmente distintas en el terreno
conceptual y, lo que es más importante, en el práctico.
Las primeras pretenden esencialmente minimizar el coste social de los accidentes,
entendido éste como la suma de los daños derivados de los mismos y el conjunto del
coste de las medidas de precaución dirigidas a evitarlos. Las segundas, a su vez, se
dirigen de modo principal a minimizar la suma de los costes de presentar elementos
de prueba para fundamentar con éxito las propias pretensiones en el proceso judicial,
y los costes derivados de una decisión errónea del órgano judicial. Cierto es, sin
embargo, que dentro de los costes del error judicial habría que englobar, en el ámbito
del Derecho de daños, los provocados en los niveles de prevención por la equivocada
decisión judicial. En resumen, los objetivos sociales del Derecho de daños sí inciden en
los de las reglas sobre carga de la prueba, aunque sea en modo mediato y parcial.
No obstante esta correlación, los factores específicos que han de pesar en la elección de
una u otra regla de responsabilidad o una u otra atribución de la carga de la prueba,
son sustancialmente distintos. Una preferencia por la responsabilidad objetiva en un
cierto sector de daños se apoya en factores como la peligrosidad intrínseca de la
actividad, la relevancia del nivel de actividad del causante en el daño esperado, el
carácter unilateral o bilateral del accidente y, dentro de éste, la mayor o menor
incidencia del nivel de actividad de la víctima. En cambio, la imposición de la carga de
la prueba de la culpa sobre el demandado se apoya en factores como el menor coste,
en comparación con el demandante, de presentar prueba al respecto, la menor
trascendencia de la imposición de responsabilidad sobre el causante que la de la no
percepción de indemnización por la víctima, o la mayor probabilidad previa (en
sentido bayesiano) de que el causante fuera negligente que no lo fuera. De hecho, si
alguna relevancia hubieran de tener los factores que sustentan la preferencia por la
objetivación de la responsabilidad en la atribución de la carga de la prueba, el peso de
los mismos haría inclinar la balanza hacia la imposición de la carga de la prueba sobre
la víctima-demandante, y no sobre el causante-demandado, como se acredita en mi










COLISION DE VEHICULOS EN MARCHA
FRONTAL 6.194 679 996 4.159 7.661
FRONTO-LATERAL 25.695 716 1.078 8.219 30.402
LATERAL 8.074 148 208 2.055 8.754
POR ALCANCE 13.736 209 305 3.219 16.738
MULTIPLE O EN CARAVANA 2.445 82 128 876 4.527
COLISION VEHICULO-OBSTACULO EN
CALZADA
VEHIC. ESTAC.O AVERIADO 1.582 41 65 469 1.617
VALLA DE DEFENSA 604 25 32 212 587
BARRERA DE PASO A NIVE 14 1 1 5 18
OTRO OBJETO O MATERIAL 836 33 40 252 893
ATROPELLO DE PERSONAS
PEATON SOSTENIEN. BICICL 104 10 12 40 61
PEATON REPARANDO VEHIC. 68 15 20 29 43
PEATON AISLADO O GRUPO 12.399 700 933 3.918 9.797
CONDUCTOR DE ANIMALES 14 2 2 6 9
ATROPELLO DE ANIMALES
CONDUCIDO  O EN REBA¥O 63 2 2 25 65
ANIMALES SUELTOS 434 9 13 117 480
VUELCO EN LA CALZADA 2.753 78 102 828 2.524
SALIDA DE LA CALZADA (IZDA.)
CHOQUE CON ARBOL O POSTE 988 79 101 448 903
CHOQ. CON MURO O EDIFIC. 1.024 82 107 460 994
CHOQ. CON CUNETA O BORD. 1.184 57 75 526 1.184
OTRO TIPO DE CHOQUE 1.360 138 177 635 1.385
CON DESPE¥AMIENTO 543 67 79 315 490
CON VUELCO 3.929 283 366 1.986 3.993
EN LLANO 379 6 8 104 420
OTRA SALIDA 152 8 9 47 164
SALIDA DE CALZADA (DCHA.)
CHOQUE CON ARBOL O POSTE 1.432 121 154 734 1.415
CHOQ. CON MURO O EDIFIC. 1.100 96 123 555 1.072
CHOQ. CON CUNETA O BORD. 1.750 94 120 773 1.724
OTRO TIPO DE CHOQUE 1.713 126 164 790 1.671
CON DESPE¥AMIENTO 691 101 132 435 637
CON VUELCO 3.112 216 281 1.534 3.296
EN LLANO 596 13 18 189 595
OTRA SALIDA 228 9 11 64 232
OTRO TIPO DE ACCIDENTE 2.374 73 95 640 2.362
T O T A L 97.570 4.319 5.957 34.664 106.713
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APÉNDICE 2
 Los grupos de casos
1) Colisiones en marcha:
- STS, 1ª, 17.6.1996 (RAJ 5070)
- STS, 1ª, 17.7.1996 (RAJ 5676). Colisión entre motocicleta conducida por el demandante con
las luces apagadas y el automóvil conducido por el codemandado. El actor alegó que la
motocicleta se hallaba detenida en el arcén cuando fue arrollada por el coche, pero tales
afirmaciones no pudieron ser probadas en el juicio.
- STS, 1ª, 3.10.1996 (RAJ 7009). La motocicleta en la que, como acompañante, viajaba la
demandante (gimnasta de élite y entrenadora nacional de gimnasia) chocó con el turismo
conducido por el codemandado en un tramo curvo, estrecho y pendiente de carretera en la
Isla de Tenerife. La demandante, , resultó con lesiones que la invalidaron absolutamente
para ambas actividades y dejaron una incapacidad del 35% para cualquier trabajo físico.
- STS, 1ª, 12.5.1997 (RAJ 3837). En un cruce regulado por semáforos colisionaron un turismo,
en el que viajaba el demandante, y un autobús urbano de la Empresa Municipal de
Transportes de Madrid. El demandante sufrió como secuela del choque la amputación de la
pierna derecha a la altura de la mitad del muslo.
- STS, 1ª, 24.5.1997 (RAJ 4323). Colisión en cadena en la A-7 provocada por un banco de
niebla: un semirremolque alcanzó por detrás a un camión cisterna que, al incendiarse,
ocasionó la muerte de su conductor.
- STS, 1ª, 26.5.1997 (RAJ 4242). En una carretera local granadina, un automóvil invadió la
mitad opuesta de la calzada, colisionando frontalmente con otro que circulaba en sentido
contrario a velocidad excesiva (60 km/h, frente a los 40 Km/h de velocidad máxima
permitida). La viuda e hijos del fallecido conductor del primer vehículo vieron rechazada
su pretensión indemnizatoria por culpa exclusiva de la víctima.
- STS, 1ª, 6.3.1998 (RAJ 1496). De nuevo, culpa exclusiva de la víctima: al circular a velocidad
excesiva, un turismo invadió  el carril contrario chocando contra un camión. Murió el
conductor y resultaron heridos los demás ocupantes del coche. La viuda e hijos del fallecido
vieron desestimada su demanda en todas las instancias.
- STS, 1ª, 10.3.1998 (RAJ 1283). Colisión que provocó el incendio del vehículo en que viajaban
padre e hija.
- STS, 1ª, 1.4.1998 (RAJ 1868). Culpa exclusiva de la víctima: colisión con camión que
circulaba en sentido contrario, provocada por adelantamiento temerario realizado por el
conductor fallecido.
- STS, 1ª, 11.5.1998 (RAJ 3189). Semejante al anterior: exceso de velocidad, invasión de carril
contrario, colisión mortal con automóvil que marchaba en sentido opuesto.
- STS, 1ª, 4.7.1998 (RAJ 5779). El conductor de un vehículo perdió el control de éste al tomar
una curva y embistió una furgoneta. El lesionado conductor de ésta reclamó el pago de 20
millones del propietario y del asegurador del automóvil. Se le concedieron 413.400 pesetas.
- STS, 3ª, 28.10.1998 (RAJ 8420). El vehículo conducido por el hijo de los demandantes
atravesó la mediana de una autovía, invadió la calzada contraria y colisionó con otro
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automóvil. Se rechazó la indemnización de 50 millones solicitada al entonces MOPT
(Ministerio de Obras Públicas y Transportes) por defectuosa instalación y remate de la valla
metálica de protección de la mediana.
- STS, 3ª, 12.11.1998 (RAJ 9148). Un fallo en el funcionamiento de los semáforos reguladores
del tráfico en la Ronda de Estaciones de La Coruña provocó la colisión de tres vehículos. El
Ayuntamiento de aquella ciudad fue condenado a indemnizar los daños sufridos por uno
de los conductores, con deducción de lo ya cobrado de las compañías de seguros.
2) Atropello de personas:
- STS, 1ª, 24.5.1996 (RAJ 4009). Un sindicalista, miembro de un piquete de huelga en el sector
de transportes, cruzó la calzada huyendo de varios agentes de la Policía Nacional y resultó
arrollado por un camión. La demanda de la viuda fue rechazada en todas las instancias al
apreciarse que el resultado dañoso acaecido fue imputable en exclusiva a la "irreflexiva,
negligente y descuidada conducta del peatón".
- STS, 1ª, 16.9.1996 (RAJ 6563). De nuevo culpa exclusiva de la víctima: una mujer barcelonesa
fue atropellada por un taxi mientras trataba de cruzar la calzada por un lugar poco visible y
no destinado a los peatones, en el que, además, había irrumpido de modo inopinado.
- STS, 1ª, 28.7.1997 (RAJ 5810). Un niño de cinco años resultó atropellado y muerto por un
ciclomotor en el que circulaban un chico de doce y su hermana de ocho. Los padres del
fallecido reclamaron y obtuvieron una indemnización de los padres del conductor y de la
aseguradora del ciclomotor.
- STS, 1ª, 26.9.1997 (RAJ 6862). Joven de 17 años (más tarde incapacitado a los 21 por razones
no especificadas en la sentencia, pero en apariencia no relacionadas con las secuelas del
accidente) atropellado al cruzar la calzada por lugar no señalizado para paso de peatones.
3) Salidas de la calzada:
- STS, 1ª, 19.9.1996 (RAJ 6719). Un conductor de 24 años falleció al precipitarse fuera de la
carretera nacional 332 el Opel Corsa que conducía. En apariencia, no hubo intervención de
otros vehículos o personas, y las condiciones atmosféricas y de visibilidad eran buenas.
Unos meses más tarde, el concesionario "Opel" de Denia comunicó a los padres del difunto
que General Motors había detectado fallos en las válvulas de regulación de frenado del
modelo de coche en el que había fallecido su hijo. La demanda frente a G.M. por 20 millones
fue desestimada finalmente por el Supremo.
- STS, 1ª, 12.11.1996 (RAJ 7955). Un empleado falleció al salir su coche de la calzada durante
un viaje de trabajo  al término de la jornada laboral ordinaria y sin respetar las normas de
descanso, viaje ordenado por la empresa para la que trabajaba el accidentado. La viuda
reclamó 20 millones y obtuvo 5, al apreciarse la compensación de culpas.
- STS, 1ª, 18.3.1997 (RAJ 1720). Un trabajador agrícola murió al caer el tractor que conducía -
con exceso de velocidad- a una acequia. La viuda del fallecido reclamó de los propietarios
del tractor 20 millones, obteniendo finalmente 3: a pesar de la patente negligencia de la
propia víctima, el tractor no estaba provisto ni de la cabina ni del bastidor exigidos
reglamentariamente.
- STS, 1ª, 3.5.1997 (RAJ 3668). Un conductor de tractor con remolque falleció al caer su
vehículo a un colector de aguas. La viuda del mortalmente accidentado demandó - del
propietario del tractor- una indemnización de 50 millones, que quedó reducida a 8.
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- STS, 3ª, 16.4.1996 (RAJ 3214). Los padres de dos jóvenes que se habían caido con su coche al
río Viñao reclamaron 8 millones por cada uno al Ayuntamiento de Gijón, alegando la
señalización defectuosa de la vía y la omisión del cierre de la carretera al tráfico ante las
adversas condiciones meteorológicas. La pretensión fue denegada por el T.S.J. y el T.S.
- STS, 3ª, 7.11.1996 (RAJ 7898). El coche conducido por el hijo del demandante salió de la vía
en el km. 6,4 de la carretera Nacional VI, y chocó con una farola con resultado fatal para el
conductor. Se desestimó la pretensión en todas las instancias al entenderse que había
faltado relación de causalidad del daño con la actividad administrativa.
- STS, 3ª, 25.11.1996 (RAJ 8074). El conductor de un turismo falleció al salirse su coche de la
carretera en una curva peligrosa y caer al río Sorravides. La viuda reclamó 30 millones al
Ayuntamiento de Torrelavega. El T.S.J. de Cantabria concedió 4.500.000 de pesetas al
apreciar concurrencia de culpas y el T.S. confirmó la sentencia.
- STS, 3ª, 5.6.1997 (RAJ 5945). Un niño de 14 años quedó tetrapléjico como consecuencia de la
caída que sufrió con su bicicleta en una quebradura lateral de la carretera, sin protección y
disimulada por vegetación. El accidente resultó en paraplejia del menor. La responsabilidad
patrimonial de la Comunidad Foral de Navarra se reconoció en ambas instancias.
- STS, 3ª, 29.10.1998 (RAJ 9519). El demandante alegó que el accidente por derrape y salida
sufrido por su coche se debió a diseño defectuoso y falta de conservación de una carretera
asturiana. La vía resultó ser propiedad de “Ensidesa” y no del Principado de Asturias, por
lo que se rechazó la pretensión en ambas instancias.
- STS, 3ª, 6.11.1998 (RAJ 9525).  El demandante pidió 31 millones por los daños derivados de
la salida de la Nacional 634 del camión que conducía. Se alegó que el exceso de
deslizamiento del asfalto fue la causa del accidente. La Audiencia Nacional concedió 6
millones al apreciar concurrencia de culpas y el T. S. confirmó la sentencia.
- STS, 3ª, 27.5.1999 (RAJ 5081). El hijo del demandante falleció al salir su ciclomotor fuera de
la calle de Palma de Mallorca por la que circulaba. La calle no tenía aceras ni protecciones
laterales, pero sí una curva cerrada y un profundo escalón lateral. Se comprobó el exceso de
velocidad del conductor. Culpa exclusiva de la víctima.
4) Obstáculos en la calzada:
- STS, 1ª, 27.2.1996 (RAJ 1266). El vehículo conducido por un número de la Guardia Civil en
servicio de carretera colisionó con una caballería que irrumpió súbitamente en la vía,
sufriendo el agente graves lesiones que motivaron incluso su incapacitación. La esposa del
accidentado reclamó en su nombre 21.398.000 pesetas, obteniendo una cantidad muy
próxima a ésta en todas las instancias.
- STS, 1ª, 17.3.1998 (RAJ 1122). Un joven que conducía su ciclomotor una noche de enero de
1992 chocó con un pino caído sobre un camino rural por efecto de lluvias intensas en días
anteriores. Las secuelas del accidente fueron gravísimas: tetraplejia completa por lesión
medular a la altura de las vértebras cervicales. La víctima demandó 250 millones de
diversas entidades públicas y obtuvo finalmente del T.S. la condena solidaria del
Ayuntamiento de A Estrada y de la Xunta de Galicia al pago de 30 millones, más una
pensión vitalicia anual de 5.475.000 pesetas.
- STS, 1ª, 5.5.1998 (RAJ 3070). Un motorista y su acompañante que circulaban por autopista
sufrieron lesiones al cruzarse en su camino un perro "procedente de sitio ignorado". La
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empresa concesionaria de la autopista fue condenada a pagar 10 millones por las lesiones,
secuelas y daños morales.
- STS, 1ª, 21.11.1998 (RAJ 8751). Tres caballos irrumpieron en la carretera golpeando el
ciclomotor conducido por el demandante, causando a éste graves lesiones. La cantidad
solicitada de 100 millones se redujo a 73.311.837, siendo condenados a su pago el
propietario de los animales, y su aseguradora hasta la cantidad cubierta en la póliza (5
millones).
- STS, 3ª, 2.12.1996 (RAJ 8754). Un vehículo encaró a 70 km/h una zona de obras (con límites
sucesivos de velocidad de 60, 40 y 30 km/h). El exceso de velocidad y la abundante gravilla
suelta en la calzada determinaron un grave accidente con resultado de muerte de uno de los
ocupantes. El T.S. entendió que la Diputación de Huelva no había sido  responsable de la
omisión del panel indicador "Obras, gravilla suelta" ya que los concretos límites de
velocidad habían constituído advertencia suficiente.
- STS, 3ª, 25.3.1997 (RAJ 2295). La conductora de un ciclomotor sufrió un accidente provocado
por un socavón no señalizado en la calzada.
- STS, 3ª, 19.4.1997 (RAJ 3233). Un conductor de moto resultó lesionado a causa de una capa
de barro sobre la calzada de entre 15 y 20 cm. de espesor. El barro se había acumulado a
causa de lluvias torrenciales que habían desprendido tierra del desmonte de la carretera. En
ambas instancias, la Generalitat de Cataluña fue condenada a indemnizar: el acopio de
barro pudo ser retirado o, al menos, señalizado debidamente.
- STS, 3ª, 5.12.1997 (RAJ 8783). Accidente mortal en un punto kilométrico muy peligroso (se
habían contabilizado 10 accidentes en dos meses). Tras el accidente, se procedió a colocar
señalización de curvas peligrosas y capa de firme antideslizante. Se denegó la
responsabilidad al entender que la vía se encontraba en buen estado de conservación.
- STS, 3ª, 10.10.1998 (RAJ 8835). Un eucalipto plantado en el margen de la carretera comarcal
Castelldefels-Sitges cayó en un día de viento sobre la calzada alcanzando una de sus ramas
al vehículo en el que viajaban los demandantes, quienes sufrieron lesiones de diversa
consideración. Frente a lo pretendido por la Generalitat de Cataluña, el TSJ de Cataluña  y
el TS rechazaron la calificación como fuerza mayor del viento y condenan a pagar los daños
personales y materiales.
- STS, 3ª, 15.10.1998 (RAJ 8349). El demandante alegó que el accidente de tráfico que sufrió se
debió a la posición incorrecta de un mojón en la calzada. No se admitió responsabilidad de
la Diputación General de Aragón al no haberse acreditado suficientemente el nexo causal.
- STS, 3ª, 24.10.1998 (RAJ 8847). Un automovilista resultó accidentado tras pasar su vehículo
por un profundo (0,20 metros) charco de agua en la calzada, provocado por la obturación
de un desagüe de la carretera. La Xunta de Galicia fue considerada responsable en ambas
instancias.
- STS, 3ª, 4.5.1999 (RAJ 4911). El hijo de los demandantes murió al chocar su moto con las
adelfas de la mediana, que invadían hasta 70 cm. del arcén. La Audiencia Nacional
concedió una indemnización de 5 millones y  el Tribunal Supremo la confirmó: aunque
hubo negligencia de la víctima, el MOPT había vulnerado su deber de mantenimiento de la
mediana.
- STS, 3ª, 6.5.1999 (RAJ 4797). Una teniente médico de la Armada sufrió un accidente al
encontrarse inundada, por efecto de un golpe de mar, la carretera costera por la que
circulaba. La Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo rechazaron la demanda apreciando
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que la víctima había sido gravemente negligente a la vista de las condiciones
meteorológicas.
STS, 3ª, 13.5.1999 (RAJ 4807). La mujer del demandante falleció como consecuencia de un
accidente provocado por un gran socavón en la calzada. El TSJ de Galicia otorgó una
indemnización de 2 millones, confirmada por el Tribunal Supremo.
